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Resumen: el 9 de octubre de 2014 se reforma en Chile la antigua Ley de Quiebras con la nueva Ley 
N.o. 20720 de Insolvencia y Reemprendimiento, creando para tal efecto el procedimiento concursal 
de liquidación voluntaria. Su objetivo es entregar herramientas jurídicas a aquellos deudores que se 
encuentren en una inviabilidad económica mediante la liquidación inmediata de sus activos (patrimo-
nio) y extinción de todos sus pasivos (deudas), optando por la rehabilitación económica. Sin embargo, 
se ha generado la discusión ante la Excelentísima Corte Suprema de Justicia sobre si los créditos uni-
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University credits in voluntary liquidation bankruptcy 
proceedings. A look from the Chilean jurisprudence

Abstract: On October 9, 2014, the old Bankruptcy Law was reformed in Chile with the new Law No. 
20720 on Insolvency and Reinsolvency, creating for such purpose the voluntary liquidation bankrupt-
cy proceeding. Its objective is to provide legal tools to those debtors who are economically unviable 
through the immediate liquidation of their assets (equity) and extinction of all their liabilities (debts), 
opting for economic rehabilitation. However, a discussion has arisen before the Supreme Court of 
Justice regarding whether university loans can be included among the debtor’s liabilities in these 
proceedings due to the lack of legal regulation. 

Keywords: university credits; exclusion of credits; voluntary liquidation bankruptcy proceedings; 
universality principle; par conditio creditorum.

Os créditos universitários nos procedimentos de insolvência de 
liquidação voluntária. Um olhar a partir da jurisprudência chilena

Resumo: No dia 9 de outubro de 2014 foi reformada, no Chile, a antiga Lei de Falências com a nova 
Lei 20.720 de Insolvência e comence de novo, que criou para tal efeito o procedimento de insolvência 
de liquidação voluntária. Seu objetivo é entregar ferramentas jurídicas para os devedores que se 
encontram em condição de inviabilidade econômica mediante a liquidação imediata de seus ativos 
(patrimônio) e extinção de todos seus passivos (dívidas), optando pela reabilitação econômica. No 
entanto, surgiu o debate diante da Excelentíssima Suprema Corte de Justiça que questiona se os 
créditos universitários podem ser incluídos nos passivos do devedor nesses procedimentos diante 
da falta de regulação legal a respeito.

Palavras-chave: créditos universitários; exclusão de créditos; procedimentos de insolvência de 
liquidação voluntária; princípio de universalidade; par conditio creditorum
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Introducción
El 9 de octubre del año 2014 entró en vigor en Chi-
le la nueva Ley 207201 de Insolvencia y Reempren-
dimiento, que reforma la antigua Ley de Quiebras 
(N.o 18175). Esta reforma concursal tiene como 
principal enfoque solucionar la insolvencia econó-
mica de empresas o personas mediante los sistemas 
de reorganización y renegociación de las deudas, y 
en caso de que ello no fuera viable, proceder a su 
inmediata liquidación de todo su patrimonio para 
el pago total de sus acreencias. La Ley de Insolven-
cia y Reemprendimiento se inspira en el mensaje 
de “segundas oportunidades”, entregando mejo-
res posibilidades para que el deudor pueda seguir 
operando en la vida económica y concretar nuevos 
acuerdos con sus acreedores en atención a la real 
importancia en la economía chilena.

Sin embargo, en la realidad, se ha marcado una 
tendencia, por parte de las empresas y las perso-
nas, de utilizar los procedimientos de liquidación. 
Según las estadísticas realizadas por la Superin-
tendencia de Insolvencia y Reemprendimiento2, 
han ingresado un total de 5265 procedimientos 
concursales entre enero y agosto del año 2020, de 
los cuales un 40,0 % (2107) corresponde a la región 
metropolitana y un 60,0 % (3158) a las otras regio-
nes de Chile.

En este caso, en el procedimiento concur-
sal de Liquidación de Empresas Deudoras se han 

1 	 Además, dicha normativa generó una novedad en 
el ordenamiento jurídico chileno, ya que esta es 
portadora de una serie de modificaciones sustan-
ciales al sistema concursal y proyecta adiciona-
lmente sus efectos en otros ámbitos y ramas del 
derecho. Una de estas proyecciones se generó, por 
ejemplo, en el derecho penal, mediante el traslado 
de todas las conductas punibles que se encontra-
ban en la antigua Ley de Quiebras al Código Penal, 
y que actualmente se encuentran consagradas en 
el artículo 463 y siguientes del Código de Ramo.

2 	 Las estadísticas de la Superintendencia de Insol-
vencia y Reemprendimiento se encuentran en: 
https://www.superir.gob.cl/informacion-y-esta-
disticas/informacion-y-estadisticas-ley-n-20-720/ 

ingresado 1142 procedimientos, en donde un 
46,5 % corresponde a la región metropolitana y un 
53,5  % al resto de las regiones del país. Por otro 
lado, en el procedimiento concursal de Liquida-
ción de Personas Deudoras se han alcanzado 3438 
procedimientos ingresados, de los que el 38,7  % 
corresponde a la región metropolitana y un 61,3 % 
al resto de las regiones. 

Lo anterior evidencia un gran número de pro-
cesos liquidatorios en Chile destinados a remediar 
el fenómeno de la insolvencia3 frente a la alterna-
tiva de los procedimientos de reorganización y 
renegociación. Más precisamente, dentro de las 
tres formas en las que se pueden iniciar los proce-
dimientos concursales de liquidación4, el más uti-
lizado es el voluntario.

Este procedimiento toma mucha relevancia en 
el ordenamiento jurídico chileno, ya que, sin per-
juicio de ser un procedimiento legal que implica la 
entrega del patrimonio del deudor, se ha transfor-
mado en un medio para extinguir todas las deu-
das del individuo, para con ello, reemprender en la 

3 	 La Excelentísima Corte Suprema la ha definido 
como un hecho jurídico, una situación de hecho 
que se produce sin necesidad de sentencia judicial 
que la declare y que consiste en que el deudor no 
esté en situación de pagar todas las deudas, esto 
es que su pasivo supere a su activo (Sala Tercera 
de la Corte Suprema, Causa Rol No. 9432-2013, de 
fecha 7 de abril de 2014). 

4 	 El procedimiento concursal de liquidación puede 
ser iniciado de tres formas, las cuales son: a) Liq-
uidación Voluntaria (iniciado en forma voluntar-
ia por el deudor), b) Liquidación Forzosa (iniciado 
por el acreedor solicitante en virtud de la config-
uración de las causales establecidas en el artículo 
117 y 282 de la Ley No. 20720 y, c) Causales de Liq-
uidación Refleja (que es la consecuencia de deter-
minadas actitudes en los procedimientos concurs-
ales que conllevan a la resolución de liquidación).

https://www.superir.gob.cl/informacion-y-estadisticas/informacion-y-estadisticas-ley-n-20-720/
https://www.superir.gob.cl/informacion-y-estadisticas/informacion-y-estadisticas-ley-n-20-720/
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vida económica, a través de la rehabilitación total y 
la extinción de los saldos insolutos5. 

Igualmente, al ser un procedimiento muy uti-
lizado en Chile, muchos de los deudores que se 
someten a esta alternativa legal presentan, dentro 
de sus pasivos (deudas), algún crédito educacio-
nal otorgado por el Estado que asumen una vez 
terminada una carrera universitaria. Los créditos 
más conocidos son el Crédito con Aval del Esta-
do o cae (regulado por la Ley 20027) y el Crédito 
Universitario de Fondo Solidario (regulado por la 
Ley 18591 y 19287), que tienen por objetivo ayudar 
a los estudiantes de educación superior a financiar 
sus carreras universitarias. Es muy habitual en 
Chile que se utilice esta figura de financiamiento, 
a pesar de no estar exenta de polémicas, tanto por 
la dilatación del pago durante un extenso periodo 
de tiempo, como por las elevadas tasas de interés 
que se liquidan.

No obstante, la pregunta que surge aquí es: 
¿qué sucede en aquellos casos en los que el deu-
dor se somete a un procedimiento concursal de 
liquidación voluntaria y presenta alguno de estos 
créditos? ¿Se podrán incluir en los procedimientos 
liquidatorios cuyos beneficios del término serán 
su total extinción y posterior rehabilitación? Esto 
a propósito de que lo que caracteriza a estos cré-
ditos también es su expresa imprescriptibilidad. 
Por ello, los efectos del término del procedimiento 
concursal resultarían ser muy beneficiosos para 
este tipo de deudores. 

5 	 Los efectos del término del procedimiento con-
cursal de liquidación se encuentran contenidos 
en la Ley No. 20720, que expresa: 

	 Una vez que se encuentre firme o ejecutoriada 
la resolución que declara el término del Proced-
imiento Concursal de Liquidación, se entenderán 
extinguidos por el solo ministerio de la ley y para 
todos los efectos legales los saldos insolutos de las 
obligaciones contraídas por el deudor con anteri-
oridad al inicio del procedimiento Concursal de 
Liquidación. Extinguidas las obligaciones con-
forme al inciso anterior, el Deudor se entenderá re-
habilitado para todos los efectos legales. (Art. 255)

Es por esta razón que, en este artículo, se ana-
lizarán las posturas que ha tenido la Excelentísima 
Corte Suprema de Justicia en Chile respecto a la 
discusión (específicamente, su inclusión o exclu-
sión) de este tipo de créditos en los procedimientos 
concursales de liquidación voluntaria en el perio-
do 2017-2020, estudiando los principales funda-
mentos que se resolvieron en aquellos años y que, 
en la actualidad, resultan pertinentes a falta de una 
regulación específica en la Ley 20720.

El Procedimiento Concursal de 
Liquidación Voluntaria en la Ley 
20720.
El procedimiento de liquidación voluntaria es un 
procedimiento concursal establecido en la Ley 
20720 que puede ser iniciado por la empresa6 o 
persona deudora7 y que se materializa en una so-
licitud que deberá ser presentada ante el tribunal 
competente según lo establecido en el artículo 3 
de la Ley 20720. Asimismo, y de conformidad con 
lo establecido en los artículos 115 y 273 de dicha 
normativa, deberán indicarse en la mencionada 
solicitud, el estado de todas las deudas y el listado 

6 	 La Ley N.o 20720, define a la empresa deudora 
como: 

	 Toda persona jurídica privada, con o sin fines de 
lucro; y toda persona natural contribuyente de 
primera categoría o del No. 2 del artículo 42 del 
Decreto Ley No. 824, del Ministerio de Hacienda, 
de 1974, que aprueba la ley sobre impuesto a la 
renta. (art. 2, núm. 13)

7 	 La Ley N.o 20720 define por exclusión la calidad 
jurídica de persona deudora. Dicha norma expre-
sa: “Es toda persona natural no comprendida en 
la definición de Empresa Deudora” (art. 2, núm. 
25). Es decir, toda persona natural sujeto de crédi-
to, es decir, dueña de casa, jubilado, estudiante y 
toda persona natural que no haya emitido boleta 
de honorarios los últimos 24 meses anteriores a la 
solicitud de renegociación o liquidación.
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de los bienes que entregará a sus acreedores y que 
conforman su patrimonio8.

Sin duda, lo que caracterizó a estos nuevos pro-
cedimientos concursales fueron sus innovaciones 
en la tramitación al incorporar el principio de in-
mediación mediante la presencia del juez en todas 
la audiencias, el principio de oralidad, que consiste 
en que la mayoría de las actuaciones deben ser rea-
lizadas en forma oral, y el principio de economía 
procesal y celeridad (Contador y Palacios, 2014, 
p.44), que hace referencia a que las actuaciones ju-
diciales deben ser resueltas en única instancia, en 
comparación a lo que caracteriza a la justicia civil 
chilena y a la antigua Ley de Quiebras (N.o 18175). 

Como se ha comentado, el objetivo principal de 
este proceso es solucionar la insolvencia económi-
ca del deudor mediante la entrega de su patrimo-
nio para el pago de todas sus acreencias conforme 
al orden establecido en la ley, logrando finalmente 
su rehabilitación total y la extinción de los saldos 
insolutos, en virtud de lo establecido en el artículo 
255 de la ley ya citada, una vez que se encuentre 
firme o ejecutoriada la resolución de término (Ruz, 
2017, p. 1254). 

8 	 Para iniciar una solicitud de liquidación vol-
untaria, en el caso de empresa deudora, el artí-
culo 115 de la Ley N.o 20720 expresa que deben 
acompañarse los siguientes antecedentes: 1) 
Lista de sus bienes, lugar en que se encuentran 
y los gravámenes que les afectan; 2) Lista de los 
bienes legalmente excluidos de la Liquidación; 3) 
Relación de sus juicios pendientes; 4) Estado de 
deudas, con nombre, domicilio y datos de contacto 
de los acreedores, así como la naturaleza de sus 
créditos; 5) Nómina de los trabajadores, cualqui-
era sea su situación contractual, con indicación de 
las prestaciones laborales y previsionales adeuda-
das y fueros en su caso; 6) Si el Deudor llevare con-
tabilidad completa presentará, además, su último 
balance. En el caso que sea la persona deudora, el 
artículo 273 de la Ley 20720, expresa que se de-
berán acompañar los mismos antecedentes del 
artículo 115 en el caso de empresa deudora, sin la 
nómina de los trabajadores y su último balance 
contable, en caso si llevare contabilidad completa. 

Principios jurídicos que inspiran 
el procedimiento
Cada procedimiento creado por el legislador está 
inspirado en determinados principios generales y 
que deben ser respetados por los intervinientes en 
un proceso9. En este caso particular, además de las 
normas legales contenidas en la Ley 20720, rigen 
dos principios importantes que inspiran dicha re-
gulación y que deben ser considerados en el estu-
dio en cuestión, los cuales son: 
1.	 Principio de Universalidad: este principio con-

siste en que, en los procedimientos concursales 
de liquidación voluntaria deben incluirse todas 
las deudas del deudor sin exclusión de ninguna de 
ellas. Es decir, no existe ningún crédito que goce 
de algún privilegio legal para ser considerado ex-
cluible de un procedimiento de tal naturaleza.

2.	 Par Condictio Creditorum: Dicho principio se 
traduce en la igualdad entre los acreedores ante el 
pago de sus acreencias dentro de un procedimien-
to concursal de liquidación voluntaria. Es decir, 
todos los créditos son iguales salvo que gocen de 
alguna preferencia legal para su pago. El acadé-
mico Juan Esteban Puga Vial (Jequier, 2016, p. 48) 
ha expresado que este principio, más que apuntar 
a una justicia distributiva entre los acreedores, 
apunta a predictibilidad ex ante en la evolución 
de un crédito, lo que permite evaluar los riesgos 
del deudor en términos de la proporcionalidad en 
que cada crédito concurre en la insolvencia.

Según estos importantes principios, es funda-
mental, para acudir a este procedimiento judicial, 
la necesidad de que el deudor indique en forma 
precisa todas sus deudas, no pudiendo omitirse 

9 	 Ello sucede en el Código Procesal Penal chile-
no que se inspira en una serie de principios que 
están expresamente regulados en sus artículos, 
específicamente en su Libro I de Disposiciones 
Generales cuyo título I se denomina: “Principios 
Básicos”. Ejemplo de ello, es el principio de Juicio 
Previo y única persecución.
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ninguna de ellas10, ya que el efecto final del térmi-
no será su extinción total y su rehabilitación eco-
nómica para poder, nuevamente, reemprender sin 
la existencia de ellas. Sin embargo, se ha entendido 
que las únicas deudas que no deben incorporarse 
son los créditos universitarios. Ello en atención a 
la controversia mediante la dictación de diversos 
fallos de la Excelentísima Corte Suprema de Justi-
cia que han originado la discusión en torno a que 
los créditos universitarios (Crédito con Aval del 
Estado y Crédito Universitario Fondo Solidario) 
no puedan someterse al procedimiento, en virtud 
de que se ha considerado su regulación legal como 
especial, implicando, por consecuencia, su exclu-
sión del proceso y su inoponibilidad en los efectos 
establecidos en el artículo 255 de la Ley 20720. 

Discusión jurisprudencial de la 
Excelentísima Corte Suprema de 
Chile
Es importante indicar que la legislación concur-
sal chilena no ha establecido ni ha delimitado qué 
créditos pueden incorporarse en los procedimien-
tos concursales de liquidación voluntaria. En ese 
entendido, todo tipo de crédito, independiente su 
origen, debe ser incorporado en los procesos, in-
cluso los educacionales. No sucede aquello en los 
Estados Unidos, debido a que su legislación ha re-
gulado expresamente la exclusión de los créditos 
educacionales del efecto extintivo derivado del tér-
mino de un procedimiento concursal11.

Sin perjuicio de lo anterior, los primeros deba-
tes en donde se comenzaron a detectar la falta de 
delimitación de créditos en el ordenamiento chile-
no acontecieron en el año 2016 ante el Primer Juz-
gado Civil de Temuco en causa Rol C-902-2016 del 
2 de mayo de 2016.

10 	 En este sentido, la Excelentísima Corte Supre-
ma ha expresado que deben incorporarse y 
declararse todas las deudas del deudor sin omitir 
ninguna de ellas (rol 3726-2018 del 14 de agosto de 
2018). 

11 	 U.S. Code §523 Exceptions to discharge. 

En este procedimiento concursal, el acreedor 
Banco del Estado de Chile, mediante la interposi-
ción de un incidente de Exclusión de crédito en Au-
diencia de determinación de pasivo con derecho a 
voto (del artículo 190 de la Ley 20720)12, solicitó la 
exclusión del procedimiento concursal del Crédito 
con Aval del Estado (crédito para fines educacio-
nales), del cual era titular, alegando la existencia 
de su ley especial que regulaba situaciones de in-
solvencia o cesación de pagos del deudor de dicho 
crédito. 

Entre los argumentos que se destacan por la en-
tidad bancaria son los siguientes:
1.	 El crédito goza de una regulación especial con-

tenida en la Ley 20027 para el caso en el que un 
estudiante que se encuentre en una situación de 
insolvencia pueda solucionar esta circunstancia, 
estableciéndose mecanismos jurídicos y condi-
ciones particulares de pago para realizarlo. Por 
tanto, dicha normativa especial debe prevalecer 
por sobre la normativa que regula el Procedimien-
to de Liquidación Voluntaria, es decir, la Ley 
20720, a la luz de lo expresado en el artículo 8, 
que prescribe: “Las normas contenidas en leyes 
especiales prevalecerán sobre las disposiciones de 
esta ley” (art. 8).

2.	 El artículo 13 de la Ley 20027, que regula este cré-
dito educacional, expresa: 

	 La obligación de pago podrá suspenderse tempo-
ralmente, total o parcialmente, en caso de incapaci-
dad de pago, producto de cesantía sobreviniente del 
deudor, debidamente calificada por la Comisión, 
la que deberá adicionalmente considerar el ingre-
so familiar del deudor en la forma y condiciones 
que determine el reglamento. En cualquier caso, 
las cuotas impagas del deudor, sea por cesantía o 
cualquier otra causal, no prescribirán, debiendo el 

12 	Al respecto se discute hasta el día de hoy si es un 
incidente permitido por ley. Ello debido a que el 
artículo 5 de la Ley 20720 expresa que sólo se per-
miten los incidentes expresamente regulados por 
ley y el incidente de exclusión de créditos no está 
expresamente permitido en esta normativa. Por 
ello, no debería darse tramitación y originar esta 
discusión.
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Estado proceder al cobro de las mismas hasta la 
total extinción de la deuda, utilizando para ello 
los mecanismos establecidos…. (art. 13)
Los argumentos indicados por la entidad ban-

caria fueron correctamente considerados por el 
Primer Juzgado Civil de Temuco, quien acogió 
dicha incidencia y excluyó el Crédito con Aval del 
Estado del procedimiento de liquidación volunta-
ria. Además, dicha resolución fue ratificada por el 
tribunal superior jerárquico13, que además agregó: 
1.	 La aplicación del procedimiento concursal de li-

quidación voluntaria, en caso alguno alcanza a 
los créditos de garantía estatal, toda vez que con-
templa normas procedimentales diversas, tenien-
do un fin absolutamente distinto de la Ley 20720. 

2.	 La ley que regula el crédito educacional tiene 
beneficios para aquellos estudiantes que se en-
cuentren en situación de insolvencia y el mismo 
artículo 8 de la Ley 20720 ha delimitado el campo 
de dicha normativa, no siendo absoluto el proce-
dimiento a todos los créditos.

En este sentido, el Primer Juzgado Civil de 
Temuco y la Corte de Apelaciones de Temuco to-
maron para sí los argumentos esgrimidos por el 
Banco del Estado de Chile de considerarlo como 
un crédito que tiene una regulación especial para 
los casos de insolvencia respecto del deudor que 
se somete a un procedimiento concursal y, por 
ende, no puede acogerse a la Ley 20720, debiendo 
extraerse del mismo. Sin perjuicio de lo anterior, 
¿qué indicó el máximo tribunal del país?

Al respecto, dicha discusión fue llevada al tri-
bunal de casación (Excelentísima Corte Suprema 
de Chile)14 para efectos de entregar una certeza 
jurídica de dichos créditos en los procedimientos 
concursales a falta de regulación específica que 
defina aquello. En virtud de la decisión de la Ilus-
trísima Corte de Apelaciones de Temuco, esta fue 
objeto de un recurso de casación en la forma y en 

13 	 Ilustrísima Corte de Apelaciones de Temuco, en 
causa rol civil 545-2016 del 28 de diciembre de 
2016. 

14 	 Excelentísima Corte Suprema, en causa rol 4656-
2017 del 9 de mayo de 2017. 

el fondo ante la Excelentísima Corte. Sin embargo, 
y por unanimidad, fue rechazada, confirmando las 
resoluciones precedentes, mediante los siguientes 
argumentos que merecen un detenimiento: 
1.	 Existe una antinomia o contradicción normativa 

entre la Ley 20720 y la Ley 20027, es decir, hay 
cierto comportamiento que encuentra diferentes 
orientaciones.

2.	 La Ley 20027 (que regula el crédito educacional) 
establece mecanismos particulares para el cobro 
del crédito y de cómo hacer efectiva la garantía 
estatal, mientras que la Ley 20720 establece pro-
cedimientos generales para liquidación de em-
presas y personas deudoras.

3.	 Ante tal controversia normativa, debe privile-
giarse la Ley 20027 por tratarse de una normativa 
especial y debe aplicarse el criterio de especialidad 
establecido en el artículo 8 de la Ley 20720, que 
expresa: “las normas contenidas en leyes especia-
les prevalecerán sobre las disposiciones de esta 
ley” (art. 8).

4.	 Por ello, no habiendo más herramientas jurídicas 
para recurrir, el Crédito con Aval del Estado debe 
ser excluido de procedimiento concursal de liqui-
dación voluntaria de forma definitiva. 

Según se desprende del fallo, el motivo princi-
pal que excluye el crédito estudiantil es, principal-
mente, la especialidad de la ley que lo regula. En 
otras palabras, el máximo tribunal expresa que, al 
estar en presencia de un crédito con garantía esta-
tal cuyo deudor se somete a las herramientas de la 
Ley 20720, y específicamente a liquidación volun-
taria, debe necesariamente extraerse del mismo, 
ya que su propia ley contempla las formas y pro-
cedimientos propios para remediar su insolvencia. 
Ello “eventualmente” lo confirma el artículo 13 de 
la Ley 20027 que expresa: “la obligación de pago 
podrá suspenderse temporalmente, total o parcial-
mente, en caso de incapacidad de pago, producto 
de cesantía sobreviniente del deudor…” (art. 13, én-
fasis nuestro).

Se menciona “eventualmente” en virtud de lo 
que analizará en el siguiente apartado. Por ello, 
desde el 9 de mayo de 2017, el máximo tribunal 
marcó un hito y tendencia en este tipo de casos, 
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a falta de una delimitación legal al respecto, con-
cluyendo que dicho crédito educacional no puede 
concurrir a su extinción total juntamente con los 
otros créditos del deudor15, afectándose la igualdad 
entre los acreedores ante el pago de sus créditos. 
Este mismo razonamiento fue seguido posterior-
mente por la mayoría de los tribunales de justicia 
de Chile16.

¿La Excelentísima Corte 
mantiene dicho criterio en la 
actualidad?
Se ha comentado que la Excelentísima Corte Su-
prema de Justicia en Chile mantuvo firme el crite-
rio de no incorporar los créditos educacionales ya 
comentados, en estos procedimientos concursales, 
en virtud del principio de especialidad (ley especial 
por sobre la ley general). Ello según se demues-
tra, se ha extendido desde el año 2017 hasta el año 
2020.

Sin perjuicio de lo anterior, surge la atención 
que el principal fundamento sea solamente el prin-
cipio de especialidad, sin entrar en forma detallada 
y acuciosa a determinar si precisamente esta ley es-
pecial apunta efectivamente a situaciones de insol-
vencia del deudor, como lo establece la Ley 20720. 
Ello en consideración a que el artículo 13 de la Ley 
20027, invocado por la entidad bancaria y apoyado 
por los tribunales de justicia, en ninguno de sus 
pasajes apunta a situaciones de insolvencia, sino 

15 	Aquella discusión jurisprudencial también se 
llevó a cabo respecto al Crédito Universitario de 
Fondo Solidario en causa rol 22377-2019 del 29 de 
octubre de 2019 en que se asimilan los mismos 
fundamentos para decidir finalmente que dicho 
crédito educacional no puede incorporarse en los 
procedimientos concursales de liquidación volun-
taria, atendida al criterio de especialidad de la ley 
que lo regula.

16 	 Ejemplo de ello, son los casos de la Excelentísima 
Corte Suprema en causa rol 22386-2019 del 23 de 
octubre de 2019 y en causa rol 4905-2019 del 30 de 
mayo de 2019. 

a otros factores totalmente diferentes como, por 
ejemplo, la cesantía sobreviniente17. 

Lo anterior es confirmado por el académico 
Guillermo Caballero (2017), quien expresó:

…ninguna de las reglas contenidas en la ley cae 
permite calificarla como una ley concursal especial, 
pues esa norma legal no establece una solución al-
ternativa ante la insolvencia de un estudiante obli-
gado al pago de un préstamo educacional con aval 
del Estado, sino tan sólo condiciones particulares 
de pago frente a la cesantía sobrevenida del deudor. 
(p. 356)

Ello también fue confirmado en un fallo aisla-
do del Juzgado Civil 20 de Santiago18. En este sen-
tido, se ha establecido por la doctrina y por ciertas 
resoluciones, que la ley especial que regula los cré-
ditos educacionales debe contemplar situaciones 
de insolvencia ya que, si no lo ha establecido así, 
no deben ser excluidos19. La Excelentísima Corte 
aplicó someramente un criterio de especialidad, 
sin entrar al fondo de la normativa especial para 
calificar si efectivamente la misma cumplía con tal 
exigencia. 

17 	 Al efecto se ha expresado correctamente que la in-
solvencia y la cesantía son fenómenos económicos 
que no necesariamente tiene una relación directa 
y causal. 

18 	 El 20 Juzgado Civil de Santiago, en causa rol 
C-9175-2018 del 21 de agosto de 2018, expresó que 
se hace inaplicables en la especie las normas de 
incapacidad de pago señaladas en la Ley 20027, 
ya que la ley de insolvencia no regula de manera 
alguna, la cesantía o relación laboral de las perso-
nas que se someten a un procedimiento voluntar-
io. 

19 	 Para mayor abundamiento, la Ilustrísima Corte 
de Apelaciones de Valdivia (Rol civil 736-2019 del 
30 de octubre de 2019 expresó que la Ley 20720 no 
señala expresamente que el crédito con aval del 
estado regulado en su ley especial, deba ser exclu-
ido del procedimiento de liquidación de empresas 
y personas. 
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Innovación jurisprudencial 
Pero todo aquello se innova jurisprudencialmen-
te durante el mes de julio del año 2020, cuando la 
Excelentísima Corte Suprema revirtió la comenta-
da postura mediante la resolución a un recurso de 
protección20.

Dicha resolución, que no se discutió dentro de 
un procedimiento concursal de liquidación volun-
taria, como lo fue en el año 2017, se zanjó mediante 
un recurso de protección alegado por una persona 
deudora que se acogió a dicho procedimiento de la 
Ley 20720. Dicha acción fue interpuesta en contra 
de la Tesorería General de la República, calificando 
como ilegal y arbitrario el actuar de la recurrida 
por mantener registrada en su base de datos una 
deuda correspondiente a un Crédito con Aval del 
Estado, no obstante haberse sometido a un pro-
cedimiento de conformidad a la Ley 20720, en el 
que la recurrida fue legalmente emplazada. Dicho 
actuar vulneró las garantías consagradas en el ar-
tículo 19, núm. 4, de la Constitución Política de la 
República, correspondiente al respeto a la vida pri-
vada y la honra. Al respecto, una vez finalizado el 
mismo y producidos los efectos contemplados en 
el artículo 255 de la Ley 20720, la deudora debió 
ser eliminada de sus registros comerciales, cues-
tión que la recurrida no cumplió, y mantuvo aún 
la deuda vigente por crédito educacional. 

A la discusión planteada, que en primera ins-
tancia fue rechazada por la Ilustrísima Corte de 
Apelaciones de Puerto Montt21, la Excelentísima 
Corte revirtió aquello, acogiendo el recurso de 
protección, indicando los siguientes fundamentos 
que son importantes de reproducir: 
1.	 Que, en este mismo orden de consideraciones, el 

procedimiento concursal de la persona natural 
regulado en la Ley de Insolvencia y Reempren-
dimiento permite que el deudor pueda obtener 
una liberación de responsabilidad por las deudas 
anteriores al concurso por medio de la extinción 
de las mismas, cuestión que la doctrina jurídica 

20 	Excelentísima Corte Suprema, rol 59567-2020 del 
20 de julio de 2020.

21 	 Ilustrísima Corte de Apelaciones de Puerto Montt, 
rol protección. 147-2020 del 6 de mayo de 2020.

comparada ha denominado un discharge o des-
carga de deudas, la cual posibilita que el deudor 
pueda volver a reinsertarse en el mundo econó-
mico y comenzar desde cero; dicho en términos 
anglosajones un fresh start. (Considerando 10). 

2.	 Que, por otro lado, el argumento de la pretendida 
especialidad de la Ley 20027 merece un análisis 
más detenido y no una aceptación acrítica y sin 
mayores cuestionamientos. En efecto, si se exa-
mina con cuidado la finalidad que persigue el 
cuerpo legal citado, se advierte que la regulación 
relativa al incumplimiento del deudor del crédito 
(aval del estado), sólo se refiere al caso en que el 
endeudamiento del obligado no es irremediable, 
existiendo todavía alternativas o posibilidades de 
pago. Dicho de otro modo, la ley no se puso en 
el caso de un deudor irremediablemente insol-
vente -aspecto que sí es tratado por la Ley 20720. 
Como se aprecia, los supuestos de incumplimien-
to del deudor dicen relación con la ‘incapacidad 
de pago, producto de cesantía sobreviniente del 
deudor’ y, en cuanto a la expresión ‘cualquier otra 
causal’ (artículo 13 de la Ley 20027), es claro que 
ella no se refiere a la quiebra o insolvencia del 
deudor, pues en la época de entrada en vigencia 
de la Ley 20027 regía la antigua Ley 18175 (Con-
siderando 11).

3.	 Por consiguiente, si alguna antinomia existiese 
en el caso de marras (que no la hay, pues ésta es 
sólo aparente) tal conflicto normativo ha de ser 
solucionado mediante la aplicación de la lex pos-
terior (Considerando 12). 

En virtud de los argumentos antes reproduci-
dos, la Excelentísima Corte, mediante la resolución 
de un recurso de protección, reabre la discusión 
sobre la inclusión o exclusión de los créditos uni-
versitarios en los procedimientos de liquidación 
voluntaria en Chile, que es favorable al deudor. 

El argumento clave está contenido en el con-
siderando duodécimo de la sentencia, expresando 
que la ya pretendida especialidad alegada por las 
instituciones bancarias en los créditos universita-
rios no merece un análisis tan somero como el que 
se realizaba en el año 2017, sino que debe detenerse 
e indagarse a cabalidad en la actualidad.
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Queda en evidencia, según lo establecido por 
la Corte, que las normas de especialidad que re-
gula el Crédito con Aval del Estado (y podemos 
aplicarlo también al Crédito Universitario de Fon-
do Solidario), advierten una regulación relativa al 
incumplimiento del deudor del cae, en caso de un 
endeudamiento que no es irremediable y existen 
alternativas aún para proceder a su pago, cuestión 
que en la Ley N.o 20720 trata de un endeudamiento 
totalmente irremediable. Es más, dicha normativa 
especial contempla supuestos de incumplimiento en 
caso de cesantía sobreviniente u otras causales, pero 
no en caso de quiebra o insolvencia del deudor22.

Observaciones
En virtud del sorpresivo fallo que revierte los cri-
terios regidos para la generalidad de estos casos, 
es necesario tener en consideración las siguientes 
observaciones:
1.	 Vulneración del Principio de Universalidad: 

según los argumentos esgrimidos por las enti-
dades bancarias y universitarias que solicitan 
la exclusión de crédito y lo mantenido en el año 
2017 por la Excelentísima Corte Suprema, estas 
vulneran un principio muy importante en el De-
recho Concursal: el Principio de Universalidad. 
Dicho principio que ya fue analizado, ordena la 
inclusión de todas las acreencias del deudor, sin 
exclusión de ninguna de ellas. En mayo de 2017, 
el fallo de la Corte quebrantaba este principio, ya 
que el hecho de extraer del proceso un crédito sin 
un fundamento legal que lo amerite, generaría un 
precedente totalmente opuesto a los principios 
imperantes en esta materia. Lo anterior es rati-
ficado por el Segundo Juzgado Civil de Temuco, 
que siguió el mismo razonamiento de la Corte en 
el año 202023, expresando que los procedimientos 

22 	La Excelentísima Corte Suprema expresa además 
que, en la Ley 20027 que regula el Crédito Con 
Aval del Estado regía la antigua Ley de Quiebras 
N.o 18175. Sin embargo, tampoco la ley especial 
contempló la situación de “quiebra” del deudor. 

23 	Segundo Juzgado Civil de Temuco, causa rol C-794-
2020 del 9 de septiembre de 2020. 

concursales de liquidación son de naturaleza 
universal, sin que exista normativa que contem-
ple excepciones de créditos de ningún tipo. Asi-
mismo, también se vulnera la igualdad entre los 
acreedores. 

2.	 Las normas contenidas en leyes especiales no 
apuntan a la insolvencia del deudor: en el estu-
dio de las normas de los créditos universitarios, 
en ninguno de los pasajes de las leyes especiales 
que los regulan se encuentra una solución de-
finitiva para el caso de insolvencia del deudor, 
sino que se establecen situaciones particulares de 
pago, tales como la condonación, reprogramación 
y suspensión de pago por cesantía sobreviviente o 
en casos de incapacidad física o intelectual24 más 
no insolvencia, como finalmente la Excelentísima 
Corte lo aceptó en su fallo25.

3.	 En aquello no regulado “expresamente” en di-
chas leyes especiales debe aplicarse la Ley N.o 
20720: Mediante lo expresado por la Corte, se 
ratifica la norma contenida en el artículo 8 inciso 
2 de la Ley N.o 20720 que, comúnmente no era 
pronunciada por los tribunales, y que expresa: 
“Aquellas materias que no estén reguladas expre-
samente por leyes especiales, se regirán supleto-
riamente por las disposiciones de esta ley” En este 
sentido, dichas normas especiales que regulan los 
créditos universitarios no establecen expresamen-
te situaciones de insolvencia del deudor.
Lo anterior, no solamente es compartido por 

los autores del presente trabajo sino que también 
fue compartido por el Primer Juzgado de Letras de 

24 	Aquello acontece en el caso del Crédito Universi-
tario de Fondo Solidario regulado en la Ley 18591 
y 19287.

25 	Ya la ministra de la Ilustrísima Corte de Apela-
ciones de Santiago Sra. Romy Grace Rutherford 
Parentti (en un voto disidente) mediante resolu-
ción de fecha 15 de noviembre de 2016 expresó 
que el crédito (Crédito con Aval del Estado) no 
puede excluirse, ya que la Ley 20027 no regla ni 
explicitaba un sistema distinto de aquel conteni-
do en la Ley N.o 20720, para el caso que caiga en 
una situación de insolvencia.
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Ángeles26, que rechazó una exclusión de crédito, 
indicando que es claro que la Ley 20720 da prefe-
rencia a las normas especiales, pero la norma que 
regula, en este caso, el Crédito con Aval del Estado 
mediante su artículo 13 de la Ley 20027, no es apli-
cable al caso, dado en ella está concebida para el 
caso de cesantía del deudor y no para el caso que se 
decrete su liquidación voluntaria27.

Es por ello, y siguiendo la lógica establecida por 
la Corte, al no estar contemplada la insolvencia en 
dichas leyes especiales en forma expresa, que debe-
rá necesariamente remitirse a la Ley 20720 y, por 
ende, cumplirse el propósito de dicha ley, que es 
la rehabilitación total del deudor, donde se deberá 
extinguir todas y cada una de las deudas, incluidos 
los créditos universitarios que sean regulados por 
leyes especiales. 

Conclusiones
La Excelentísima Corte Suprema de Justicia en ju-
lio de 2020 ha marcado nuevamente un hito en la 
Jurisprudencia Nacional, dejando de delimitar el 
campo de los créditos al incluir el crédito univer-
sitario en un procedimiento concursal de liquida-
ción voluntaria. Se ha reiterado en el tiempo, en 
fallos de la misma índole de diversos tribunales, 
que el artículo 8 de la Ley 20720 había delimita-
do el campo de actuación de la Ley 20720, artículo 
que permitiría discriminar ciertos negocios jurídi-
cos, no haciendo absoluto el procedimiento a todos 
los créditos que se puedan contraer en la vida del 
derecho. Sin embargo, se ha dilucidado totalmente 
que aquello no es así. 

Lamentablemente, al no estar establecido por 
el legislador aquellos créditos que deben incluirse 
expresamente en un procedimiento, los tribunales 

26 	Primer Juzgado de Letras de los Ángeles, en causa 
rol C- 1830- 2016 del 11 de octubre de 2016. 

27 	Asimismo, lo ratificó la Ilustrísima Corte de Apel-
aciones de Concepción el 3 de febrero de 2017 en 
causa Rol civil 1703-2016 expresando que el deu-
dor se ha amparado en un régimen general de in-
solvencia y no en la incapacidad de pago, producto 
de una cesantía sobreviviente, como lo exige la 
Ley 20027. 

de justicia de Chile han tenido que generar la uni-
formidad para aplicarlo a todo tipo de casos que se 
presente en la práctica. 

Es por ello, y como lo señaló el considerando 
duodécimo del fallo de la corte, queda claro que, 
no existe una antinomia o contradicción normati-
va dentro de un mismo sistema jurídico, es decir, 
entre la Ley 20720 y las normas especiales que re-
gulan los créditos universitarios, ya que ninguna 
de las reglas contenidas en estas permiten califi-
carla como una ley concursal especial, pues dichas 
normas no establecen soluciones alternativas ante 
la insolvencia de un estudiante obligado al pago de 
un préstamo educacional, sino tan solo establecen 
condiciones particulares de pago frente a la ce-
santía sobrevenida del deudor. Así literalmente se 
estableció: “por consiguiente, si alguna antinomia 
existiese en el caso de marras (que no la hay, pues 
ésta es solo aparente) tal conflicto normativo ha 
de ser solucionado mediante la aplicación de la lex 
posterior (en este caso, la Ley 20720).” 

Podemos establecer que es efectiva la existencia 
de leyes especiales que regulan los créditos univer-
sitarios. Sin embargo, aquella ley debe apuntar a 
situaciones expresamente de insolvencia para pe-
dir su exclusión, ya que, de no ser así, no existi-
rá tal antinomia o contradicción normativa. A lo 
analizado, será totalmente interesante que dicha 
discusión sea resuelta dentro de un procedimiento 
concursal (que es lo esperable y razonable) ya que 
debe recordarse que es un fallo resuelto mediante 
una acción constitucional que tiene por objetivo 
resguardar las garantías constitucionales28. Será 
interesante también, para los autores de este traba-
jo, la forma en que reaccionarán los tribunales del 

28 	El recurso de protección de garantías constitucio-
nales, establecido en el artículo 20 de la Consti-
tución Política de la República de Chile, constituye 
jurídicamente una acción de naturaleza cautelar, 
destinada a amparar el legítimo ejercicio de las 
garantías y derechos preexistentes consagrados 
en la Carta Fundamental, mediante la adopción 
de medidas de resguardo que se deben tomar ante 
un acto u omisión arbitrario o ilegal que impida, 
amague o perturbe ese ejercicio.
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país ante esta nueva postura ya que, con posterio-
ridad a su dictamen, ya se han registrado fallos que 
acogen esta posición29.
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